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1. Introducción 
El presente documento contiene los comentarios formulados por Asocapitales al Proyecto de Ley de 

Competencias No 502-2025C, los cuales se construyeron con los aportes de las ciudades capitales. El 

análisis del proyecto se hace guardando consistencia con su estructura a nivel de temáticas y con el 

articulado y en la parte final, se incorporan conclusiones generales diferenciadas por ejes y derivadas 

de los comentarios realizados en este documento. 

2. Comentarios Generales 
 

• El desarrollo normativo para una verdadera descentralización y autonomía de las entidades 

territoriales, particularmente en la ejecución de competencias y su financiación, no se agota 

con la presentación de un solo proyecto de ley, sin embargo es evidente que el presentado 

por el gobierno no cumple con el objetivo del Acto Legislativo 03 de 2024 ni con las 

expectativas de las entidades territoriales, pues no se evidencia que se cumpla con el 

propósito de que todas las competencias se definan con claridad en cada nivel de gobierno 

ni que se encuentren financiadas, tal como se señala en el Acto Legislativo, es más, incluye 

como competencia la cofinanciación de las entidades territoriales y la participación con 

recursos propios en acciones del sector educación. 

• El proyecto, además, adolece de un verdadero desarrollo de la autonomía de las entidades 

territoriales, ya que deja sujeto a reglamentación aspectos sustanciales de la arquitectura 

institucional, no solo del gobierno nacional sino de autoridades administrativas.   

• Se reconoce la importancia del objetivo del acto legislativo en el cierre de brechas, pero el 

enfoque del Proyecto de Ley, desconoce las particularidades de las realidades de nuestras 

ciudades capitales, privilegiando criterios sin tener en cuenta la población ni las dinámicas de 

aglomeración y relaciones funcionales de las ciudades. 

• La memoria justificativa del proyecto, cuenta con diagnósticos que carecen de proyecciones 

de los costos para los próximos 12 años, término durante el cual se materializa el porcentaje 

del 39.5% del acto legislativo. Por ejemplo, los sectores de salud y educación, que tienen 

gastos inflexibles (personal) y crecientes en el tiempo, no se cuantifican, máxime, en el caso 

especial de educación, en donde los costos asociados a la prestación del servicio, financiados 

con el Sistema General de Participaciones, en los últimos años, supera el 96%.  

• En cuanto al fondo de estabilización, no se incluye la justificación de por qué dicho fondo 

debe representar el 5% del “SGP incremental”.  

• De acuerdo con el proyecto de ley, con los recursos del fondo de estabilización, se financiaría 

la estrategia de seguimiento y control de los recursos, competencia que actualmente está a 

cargo de la nación, lo cual se traduce en un traslado de recursos de las entidades territoriales, 

para financiar esa competencia de la nación. Lo propio ocurre con la financiación del 

“Consejo Superior de Autonomía y Descentralización” y del “Sistema Único de Información 

del SGP”.  



  

• La participación de los territorios indígenas es importante, pero es evidente en todo el 

Proyecto de Ley una descoordinación en la ejecución de los recursos con las autoridades 

locales y regionales. Además, el proyecto les entrega autonomía en la ejecución de los 

recursos, pero no hace lo propio con las Entidades territoriales. 

• En el “SGP primario” no se establecen diferencias frente a las participaciones establecidas en 

el marco de la Ley 715 de 2001, tampoco en los porcentajes de las mismas, y no es claro 

cómo será después de que termine el periodo de transición, la estructura definitiva de las 

participaciones y el porcentaje que corresponderá a cada una de ellas. 

• Este Proyecto de Ley no garantiza recursos suficientes para el cumplimiento de las 

competencias otorgadas y las posteriores que se vayan a delegar a cada nivel de gobierno 

territorial, tal como lo establece el artículo 356 de la Constitución Política. Adicionalmente, 

no tiene uniformidad en el mandato frente a las fuentes de financiación, dado que en algunas 

partes habla exclusivamente del SGP y en los casos de financiación de las competencias indica 

que deberá haber concurrencia de fuentes o recursos propios. 

• Respecto a las competencias en salud, se introducen aspectos propios de la reforma a la 

salud que no ha sido aprobada, dado que introduce parte de ella, particularmente la 

financiación y creación de los Centros de Atención Prioritaria (CAPs). 

• Las competencias donde se establece una coordinación de los municipios con los 

departamentos deben precisarse, de lo contrario puede generar algún nivel de subordinación 

hacia este nivel territorial. 

3. Comentarios al articulado del Proyecto de Ley 502 de 2025 C 
 

3.1. Título preliminar 

 

Artículo 1. Establece que el objetivo de la ley, es fortalecer e incentivar la autonomía y el desarrollo 

territorial en los términos del artículo 356 de la Constitución, razón por la cual, en el desarrollo del 

proyecto de ley, debería estar reflejado claramente lo financiado con cargo a los recursos del SGP, sin 

embargo, se establece la concurrencia y financiación con recursos propios, lo que implica que no se 

estaría dando cumplimiento estricto a lo establecido en el Acto Legislativo 03 de 2024. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. El Proyecto de Ley incluye las provincias y los territorios indígenas 

que se encuentran por fuera de lo establecido en los artículos 356 y 357 de la Constitución Política, y 

que no están creadas como entidades territoriales beneficiarias del SGP, por lo tanto, es importante 

preguntarse si estos actores participarían del SGP o si este desarrollo normativo desborda el mandato 

del Acto Legislativo 03 de 2024. 

 

Artículo 3. Se establece que se garantizarán las inversiones ya iniciadas por los beneficiarios del SGP 

aplicando hasta su culminación lo establecido en la Ley 715 de 2001 y 1176 de 2007, sin embargo, en 

el Proyecto no se establece de qué manera se garantizará lo plasmado en este artículo (no hay un 



  

criterio en la distribución, ni se definen recursos adicionales, ni mecanismos de identificación de 

dichas inversiones) 

 

3.2. Principios y fines 
 

Artículo 4. Principios y Fines. El principio de subsidiariedad no se encuentra bien definido dado que 
la distinción de niveles superiores e inferiores no es clara, ya que no en todos los casos, los 
departamentos tienen mayor capacidad que los municipios o, al contrario; de tal manera que no es 
posible determinar quién es el nivel superior o inferior.  
 
El principio de concurrencia debe operar como un mecanismo de corresponsabilidad fiscal y funcional, 
no como una vía para trasladar obligaciones sin recursos. Se requiere claridad para evitar 
duplicidades y desfinanciamiento de las ciudades.  
 
En cuanto a los Fines, se rescata que el cierre de brechas deba serlo para superar las desigualdades en cuanto 

a la asignación y distribución de competencias y recursos del Sistema General de Participaciones, entre 

entidades territoriales y al interior de estas, esto último no se evidencia en el desarrollo del proyecto 

especialmente al interior de las ciudades capitales.  
 
El fin de participación, transparencia y control social, en su segundo párrafo incluye una mención a 

los territorios indígenas que es innecesaria dado que las comunidades ya se encuentran incluidas 

como actores. Esta redacción específica, parecería que pone a los territorios indígenas como actores 

de control, pero no como sujetos de este. 

La prevalencia del agua como un factor determinante en la distribución de los recursos del SGP, sin 

desconocer su importancia, plantea inquietudes en cuanto a la existencia de derechos fundamentales 

como la educación y la salud, que ya tienen una demanda y necesidades de recursos para garantizar 

su cumplimiento y que no estarían siendo considerados como tales. 

La orientación ambiental, debería ser clarificada en el proyecto para identificar claramente las 

competencias de cada nivel territorial y su financiación con recursos del SGP y otras fuentes ya que 

no se ve reflejado en el Proyecto. 

La Asociatividad y los hechos regionales se desarrollan como si sólo fuera factible para competencias 
financiadas con el SGP y no con otras fuentes, por lo cual es importante que se revise el alcance del 
proyecto.   
 
En lo relativo a los derechos establecidos sobre la equidad social y equilibrio territorial indígena, debe 

el proyecto hacer precisión sobre la responsabilidad de los territorios indígenas, y cuáles 

competencias con recursos del SGP van a ejecutar de manera explícita en el marco de este Proyecto 

de ley y su coordinación con las autoridades locales legítimamente elegidas. El desarrollo normativo 

de los territorios indígenas debe ser definido de tal manera que, su alcance, delimitación de 

competencias y de su articulación con las demás entidades territoriales sea incorporado de manera 

integral. 

 



  

Estrategia de cooperación técnica territorial. Se debe definir desde este fin el nivel de gobierno que 

la coordinará, así como su alcance. 

Artículo 13. Si bien establece la “primacía de la autonomía de las entidades territoriales” lo cual es 

loable, a lo largo del proyecto se fijan parámetros obligatorios, instancias de decisión nacionales, 

inflexibilidades y limitantes en la destinación de recursos que pueden dar al traste con la autonomía 

de las entidades territoriales. 

3.3. Régimen de competencias 
 

Artículo 15. Es necesario precisar en este artículo, la asignación de competencias con recursos, de 
igual manera respecto a las competencias generales y las competencias específicas cuáles son las 
financiadas en su totalidad con el SGP. 
 
Artículo 16. Este artículo debe precisar, que el ejercicio de las competencias asignadas tendrá 

garantizados los recursos del SGP. 

Artículo 17. En este artículo se da un orden jerárquico del gobierno y las entidades territoriales, 

creando instancias adicionales como las provincias dándole a estas, una clasificación en el nivel 

inferior de jerarquía propuesto. Al respecto es importante aclarar el alcance del término provincia, 

dado que en la estructura actual de los niveles de gobierno dicha figura no existe. 

Debe verificarse cómo sería el tema del flujo de recursos para atender lo que se asume, tanto por 

quien entrega y por el que recibe la competencia y la responsabilidad y el estado de la ejecución y a 

partir de qué momento se realizan los procedimientos presupuestales en las respectivas entidades. 

Artículos 17 y 18. Se menciona la entrega de recursos y el ejercicio de competencias entre niveles, 

pero no desarrolla qué competencias serán entregadas a cada nivel. En este sentido las ciudades 

capitales a través de la Ley 2082 de 2021 ya cuentan con esta posibilidad de delegación de 

competencias, lo cual debería armonizarse. 

Artículo 19. Los acuerdos de colaboración transitoria son un mecanismo que podría apoyar el 

cumplimiento de competencias a través de ejecutores con mayores capacidades, sin embargo, este 

requiere un desarrollo normativo desde la misma ley que genere garantías y transparencia, es 

necesario que quede incluido dentro de la ley este mecanismo plenamente. 

Artículo 24. El sistema de categorización de entidades territoriales a través de la clasificación por 

capacidades requiere de una inclusión directa no sólo de la metodología sino la definición desde la 

misma ley para conocer cómo afecta la distribución de recursos y los criterios que deben ser objetivos 

y evitar la discrecionalidad del gobierno y de otras instancias administrativas en la definición de estas.  

Adicionalmente, es importante indicar, que si la finalidad se encuentra asociada a fortalecer a 

entidades de menor categoría y que por esa condición se establezca que los municipios que tengan 

baja capacidad puedan utilizar los recursos de propósito general en un 100% a libre destinación, 

podría convertirse en un incentivo perverso para que las entidades territoriales reduzcan sus 

estándares para obtener esa posibilidad. 



  

Ahora bien, la clasificación por atributos también requiere ser definida dentro del Proyecto de Ley 

con criterios de carácter objetivo, dado que esta va a tener incidencia en la definición y asignación de 

competencias. 

Artículo 25. Dado que el sistema de categorización aquí previsto tiene un amplio alcance en diferentes 

ámbitos, es importante que su definición se encuentre implícita en el Proyecto de Ley y que no deje 

sujeto a reglamentación posterior y discrecional del gobierno nacional. 

Artículo 26. La reglamentación y periodicidad del sistema de categorización al quedar en manos de 

una instancia que no se encuentra creada actualmente implica un riesgo en términos de oportunidad 

de seguridad jurídica para las entidades territoriales. Es importante que se defina a través de la ley 

los tiempos y criterios objetivos y que no dejen a discrecionalidad y funcionalidad del consejo temas 

que puedan afectar directamente los intereses de las entidades territoriales. 

Artículo 31. Respecto al fondo de estabilización, si bien es loable garantizar un piso e incrementos en 

cada vigencia del SGP, la destinación al ahorro puede ser cuestionable jurídicamente, ya que estos 

recursos tienen como naturaleza la inversión social y no propiamente el ahorro. Asimismo, el sistema 

general de participaciones no está concebido para financiar competencias de la nación, por lo que no 

es posible que de los recursos del “SGP Incremental” se financie la estrategia de Monitoreo 

Seguimiento y Control al SGP la cual se encuentra a cargo de la nación, esta estrategia debe seguir 

siendo financiada con cargo al Presupuesto General de la Nación. 

El artículo debe aclarar que el porcentaje del incremental para indígenas corresponde al 0.48% del 

total del SGP y no dejar a interpretaciones este porcentaje tal como se encuentra redactado 

actualmente. 

En el caso del SGP el 80% del incremental debería tener establecido criterios claros desde esta ley, 

dado que a nivel sectorial se cuenta con déficit cualitativo y cuantitativo, (falta de recursos o 

deficiencias en calidad o cobertura), por lo cual cada uno de los sectores buscará en el futuro 

participar mayoritariamente en  estos recursos y se puede correr el riesgo de que sean absorbidos  

únicamente  por conceptos de gasto crecientes e inflexibles, relacionados con la prestación del 

servicio en Educación y salud. 

El incremento del sector agua potable de 5.4% a 10% es significativo, y no es claro que sectores 

estarían sacrificando 4.6 puntos porcentuales de su participación del SGP. 

No es claro qué sucederá con el 5% destinado al fondo de estabilización una vez cumplido el periodo 

de crecimiento de la base de cálculo del SGP propuesto en el Proyecto de Ley. En particular, debe 

precisarse si dicho porcentaje seguirá siendo descontado y cuál sería su base de cálculo. 

La participación de propósito general respecto al resto de sectores como máximo corresponderá a 

14%, esto implica que dicha fuente que contribuye a la autonomía territorial sería la menor 

participación dentro del incremental. 

Es importante que se clarifique una vez termine la transición y desaparezca el incremental, si la 

participación para departamentos seguirá existiendo y qué participación tendrá en el total de los 

recursos del sistema general de participaciones. Lo anterior considerando que actualmente no existe 

esta participación y que  



  

de ser definitiva la estructura actual de participaciones tendrá una variación y para ello deberá 

modificarse a través de una ley de igual nivel al Proyecto de Ley actual. 

Artículo 32. Respecto a los criterios de asignaciones del SGP, la ley deja a reglamentación posterior la 

metodología para distribuir los recursos y definir transición, lo cual por su importancia no debería ser 

discrecional del gobierno nacional y debería estar incorporado de manera integral en este Proyecto 

de Ley. 

Artículo 33. El parágrafo dos establece que a partir del año 13 las participaciones del SGP se 

recompondrán, mecanismo que no es claro en el Proyecto de Ley, particularmente en cuento a cómo 

se realizará. 

Artículo 35. La categorización prevista en el Proyecto de Ley, hará parte integral de la distribución de 

recursos, por lo cual es imperante que toda la reglamentación y metodología asociada con esta haga 

parte integral del Proyecto. 

Artículo 36. Es importante que en las reglas de transitoriedad, se manifieste  que durante el proceso 

de transición, ninguna entidad territorial recibirá recursos inferiores a la vigencia que le antecede, así 

mismo, si  se aplica como condición que el primer año de vigencia de la ley se continuara con la 

metodología de distribución establecida en las leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007, es necesario  que  

se incluya cuál va a ser el tratamiento que le darán al incremental  en esta vigencia, dado que no está 

claro en la redacción en este artículo. 

El parágrafo de este artículo no es claro, se requiere precisar la redacción, dado que pareciera que el 

año de entrada en vigor de la ley, se les dará a todos los beneficiarios en cada participación 

exceptuando salud (que tampoco es claro por qué no le aplica) únicamente un porcentaje de lo 

establecido en el año anterior.  

Artículo 37. En la apropiación territorial de los recursos del SGP, se establece que estos no harán parte 

de los ingresos corrientes de libre destinación, lo cual debería aclararse ya que los recursos de 

propósito general para algunos municipios pueden ser de libre destinación. En este contexto es 

importante indagar qué pasará con la categorización prevista en la Ley 617 de 2000. 

Artículo 38. Se hace referencia a los saldos no comprometidos y se indica que se utilizarán de acuerdo 

con las disposiciones de la ley, al respecto es importante que se clarifique a qué disposiciones hace 

referencia, si son las propias de cada sector en términos de destinación o si son disposiciones 

especiales para este tipo de recursos por ser recursos del balance. 

Artículo 39. La definición de los gastos operativos de los proyectos, se convierten en un instrumento 

para hacer que los proyectos puedan financiar gastos recurrentes.  Es necesario que el artículo 

clarifique dependiendo el tipo de inversión el alcance de este concepto y con ello se busque sincerar 

el gasto. 

Artículo 40. Es necesario que se clarifique qué se entiende en este artículo por gasto corriente, si se 

refiere a gastos de funcionamiento, ya que es importante unificar términos o establecer definiciones 

para adaptaciones propias del Proyecto de Ley. Igualmente verificar si la prohibición de gastar en 

funcionamiento mantiene la excepción para algunos municipios.  



  

Artículo 42. El término de inadecuada ejecución de recursos debería remitirse a condiciones que 

pongan en riesgo el recurso, y en el caso de inejecución, debería existir una indagación previa antes 

de aplicar medidas de control (ser objeto de monitoreo) ya que, si bien los recursos tienen como 

vocación la inversión en la vigencia de asignación, existen excepciones que deberán ser consideradas 

antes de aplicar medidas de control. Adicionalmente es importante llamar la atención sobre las 

excepciones para beneficiarios de la asignación de resguardo indígenas, el SGP debería guardar una 

reglamentación estandarizada respecto al manejo de los recursos para los beneficiarios y ejecutores 

(Seguimiento, control, y flexibilidad en el uso de los recursos). 

Artículo 44. Debería predicarse la inembargabilidad de estos recursos y solo establecer las 

excepciones legales.  

Artículo 47. Respecto al cumplimiento de fallos judiciales, la redacción del parágrafo es imprecisa dado 

que no solo la concurrencia de la nación para fallos judiciales la establece la ley, la nación puede 

también ser vinculada a través de sentencias. 

Artículo 49. Este artículo hace referencia a la creación de nuevas entidades beneficiarias del SGP, sin 

embargo, incluye a los territorios indígenas, los cuales no son beneficiarios a nivel constitucional (no 

están incluidos en el Acto legislativo 03 de 2024). 

Artículo 51. La competencia de la nación a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 

implementar la estrategia de monitoreo, seguimiento y control a los recursos del SGP, en el proyecto 

de ley se financiaría con cargo a estos recursos, lo cual se constituye en una financiación de 

competencias de la nación con cargo a recursos que son de las entidades territoriales. 

3.3.1.  Competencias sectoriales de la Nación.  

En este numeral se hace un análisis comparativo del Proyecto de Ley con las leyes 715 de 2001 y 

1176 de 2007 por sectores de la Nación. 

3.3.1.1. Competencias sectoriales de la nación en el Sector Salud 

Artículo 52. El artículo 52 del Proyecto de Ley vs artículo 42 de la Ley 715 de 2001 

En la Ley 715 de 2001, el Artículo 42 define las competencias de la Nación como directora del sector 

salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Estas competencias incluyen la formulación 

de política, la regulación del sistema, la financiación y cofinanciación con recursos distintos al SGP, la 

asistencia técnica, la evaluación y el control de la gestión territorial, así como la administración de los 

sistemas de información y la inspección y vigilancia del uso de los recursos del SGP-Salud. 

El Artículo 52 del Proyecto de Ley mantiene este núcleo de director del sector e incrementa las 

competencias actuales, incluyendo aspectos asociados con el Proyecto de Ley de reforma a la salud.  

Así mismo, amplía y detalla las herramientas de gobernanza nacional, especialmente en materia de 

sistemas de información, gestión de redes de servicios e infraestructura pública. 

En consecuencia, el cambio principal no es la reducción de competencias de la Nación, sino su 

transformación desde un rol de rector sectorial con base en las estrategias propuestas en la reforma 

a la salud, la cual no fue aprobada en diciembre de 2025 por el Congreso de la República (estrategia 

de Atención Primaria en Salud, recaudo y administración de recursos para fortalecer la red pública de 



  

hospitales, criterios para operación y funcionamiento de los CAPS entre otras) y que a la fecha ha sido 

implementada a través de actos administrativos por parte del gobierno nacional. 

3.3.1.2. Competencias sectoriales de la nación Sector Educación 

Artículo 53.  Artículo 53 del Proyecto de Ley vs Artículo 42 de la Ley 715 de 2001. 

 

El Artículo 5 de la Ley 715 de 2001 asigna a la Nación la definición de la política educativa, la regulación 

del servicio educativo estatal y no estatal, la definición de estándares curriculares, el diseño de 

mecanismos de calidad, la administración de sistemas de información, la evaluación y capacitación 

docente y la asistencia técnica a las entidades territoriales. Estas competencias se desarrollan bajo un 

enfoque sectorial rígido, centrado en la educación preescolar, básica y media. 

El Artículo 53 del Proyecto de Ley parte de estas competencias, pero introduce cambios relevantes. 

En primer lugar, amplía explícitamente el alcance del sector al incorporar la articulación con la 

educación superior, así como la educación inclusiva y de jóvenes y adultos. En segundo lugar, 

introduce la noción de “canasta educativa” como eje normativo de planeación y financiación, lo cual 

redefine el objeto financiable del sector. En tercer lugar, continúa ejerciendo control y centralizando 

decisiones que deberían estar en cabeza de las entidades territoriales certificadas, dado que gobierna 

el tema de creación y supresión de plantas y establece estándares de construcción de infraestructura 

con énfasis en el acceso al agua para el consumo humano, lo cual es difícil de entender cómo puede 

ser relevante en el sector educativo por encima de estándares de acceso, calidad y seguridad en la 

infraestructura, entre otros aspectos. 

Adicionalmente, el artículo 53 refuerza el rol de la Nación en la definición de criterios de distribución 

del SGP educativo y en la focalización de programas como el PAE, consolidando su papel en la 

arquitectura financiera del sector. 

 

3.3.1.3. Competencias sectoriales de la nación Sector Agua Potable y Saneamiento Básico 

 

Artículo 54. El artículo 54 del Proyecto de Ley vs Ley 715 de 2001, Ley 1176 de 2007 y marco sectorial. 

La Ley 715 de 2001 no concentró en un solo artículo las competencias de la Nación en agua potable 

y saneamiento básico. 

Estas se encuentran dispersas en el régimen del SGP (fortalecido por la Ley 1176 de 2007) y en el 

marco de servicios públicos domiciliarios. 

El Artículo 54 del Proyecto de Ley introduce un cambio de arquitectura normativa al concentrar, en 

una sola disposición orgánica, las competencias nacionales del sector. Entre ellas se incluyen la 

formulación de política, la regulación sectorial, la definición de criterios técnicos, la financiación y 

cofinanciación, el seguimiento y control de las inversiones, la promoción de esquemas asociativos 

regionales, el fortalecimiento de la gestión comunitaria y la articulación con la política ambiental. 



  

3.3.2. Competencias sectoriales de los departamentos 

 

3.3.2.1. Generales 

El Artículo 55. El departamento se consolida como el nivel estratégico de articulación territorial. Se le 

asigna el liderazgo en la coordinación con Municipios de su departamento, la articulación de 

esquemas regionales y subregionales y la priorización territorial de la ejecución de competencias. Este 

rediseño amplía sustancialmente su capacidad de incidencia en las decisiones territoriales. 

3.3.2.2. competencias departamentales en Salud 

Artículo 57. El artículo 57 vs el Artículo 43 de la Ley 715 de 2001  

El artículo 43 de la Ley 715 de 2001 define las competencias de los departamentos en el sector salud, 

centradas en la dirección del sector a nivel departamental, la gestión de la red pública hospitalaria, el 

apoyo técnico y financiero a los municipios, la administración de recursos del SGP-Salud en municipios 

no certificados y el ejercicio de funciones de inspección, vigilancia y control dentro de su jurisdicción. 

El artículo 57 del Proyecto de Ley reconfigura las competencias departamentales, establece la 

dirección del departamento con enfoque en la estrategia de Atención Primaria en Salud. 

Adicionalmente, establece la financiación de los Centros de Atención Primaria en Salud CAPS, así 

como la competencia de desarrollador del modelo de atención en salud (atención primaria en salud) 

aspectos que hacen parte de la reforma a la salud que no ha sido aprobada. 

3.3.2.3. Competencias departamentales en Educación 

Artículo 58. Este artículo incorpora la articulación con la educación superior como una competencia 

departamental. 

Se establece que el departamento cofinanciará con recursos propios la prestación de servicios y 

demás componentes del servicio educativo y las estrategias de permanencia como el PAE, lo cual 

indica que los departamentos no tendrán financiación garantizada para las competencias que asuma 

en materia de educación.  

Respecto a las competencias, no se evidencia un cambio adicional relevante respecto a la ley 715 de 

2001, que permita establecer mayor autonomía para la administración del sector en los municipios 

no certificados. 

3.3.2.4. Competencias departamentales en Agua Potable y Saneamiento Básico  

Artículo 59. Las competencias departamentales en el sector agua apta para el consumo humano y 

saneamiento básico, principalmente establecen la estructuración e implementación de los Planes 

Departamentales de Gestión de agua, los cuales anteriormente se denominaban Planes 

Departamentales de Agua – PDA, y tienen la misma finalidad.  

Es importante señalar que este modelo ha sido cuestionado por los resultados en términos de PDA 

no existen mejoras generalizadas asociadas al aseguramiento de la prestación del servicio de 

acueducto, y los resultados a nivel rural son bajos en la mayoría de los departamentos (Fuente: DNP, 



  

2016), por lo cual es importante considerar si este debería seguir siendo el mecanismo con el cual se 

gestione los sistemas de acueducto y alcantarillado a nivel territorial. 

3.3.2.5. Competencias de departamentos financiables en desarrollo económico 

 

Artículo 60. Se establecen competencias para los departamentos en desarrollo económico, sin 

embargo, es confuso dado que más que un sector de inversión territorial (para todas las entidades 

territoriales) con competencias, es una asignación de recursos exclusiva para los departamentos con 

libertad en el uso a nivel sectorial. Esta misma condición debería generarse para los municipios y 

terminar con las inflexibilidades de propósito general y competencias limitadas en la inversión pública. 

 

3.3.3. Competencias sectoriales de los Distritos 

Artículos 61 al 66. Los distritos mantienen la estructura prevista en la Ley 715 de 2001, en lo referente 

al ejercicio de las competencias asignadas a los municipios y a los departamentos, con excepción de 

aquellas que implican funciones de intermediación con el Gobierno nacional, que son propias del 

nivel departamental.  

 En el caso de Bogotá se establece que va a tener mayor autonomía que los demás distritos por su 

carácter especial, sin embargo, esto queda para reglamentación posterior a manos del consejo 

superior para la autonomía y la descentralización. Por la importancia de estas condiciones el PL las 

debería contener de manera integral. 

3.3.4. Competencias sectoriales de los municipios 

3.3.4.1. Salud 

 

Artículo 68. Artículo 68 del Proyecto de Ley vs Artículo 44 de la Ley 715 de 2001 y Artículo 25 de la 

Ley 1176 de 2007 

El Artículo 44 de la Ley 715 de 2001 y el artículo 25 de la Ley 1176 de 2007 establecen las 

competencias de los municipios en el sector salud. En especial en el caso de los municipios 

certificados estas competencias   incluyen la dirección y gestión del sector salud a nivel municipal, la 

organización y operación de la red de prestación de servicios, la ejecución de acciones de salud 

pública y la administración de los recursos del SGP-Salud y demás fuentes. 

El Artículo 68 redefine las competencias de los municipios en salud, pero lo hace bajo una lógica 

distinta a la de la Ley 715 de 2001. Aunque mantiene la titularidad municipal de varias funciones, 

condiciona su ejercicio a esquemas de coordinación departamental del sistema de salud. 

Mientras que en la Ley 715 de 2001 el departamento interviene solo de manera subsidiaria, el 

Proyecto de Ley condiciona el ejercicio de las competencias municipales a esquemas de coordinación 

donde el departamento tiene un rol explícito de articulación. Esto reduce la autonomía operativa 

municipal frente al modelo anterior. 



  

Adicionalmente, el artículo 68 del Proyecto de Ley incorpora los conceptos que hacen parte de la 

reforma a la salud tales como la Atención Primaria en Salud y los Centros de Atención Primaria en 

Salud - CAPS, entre otros, es importante considerar que si estos y otros componentes asociados con 

la gobernanza del sector no fueron aprobados en la reforma a la salud y que deberán ser analizados 

a detalle para establecer su pertinencia e impacto a través de esta reforma. 

Otros aspectos importantes: 

El Proyecto de Ley no elimina las competencias municipales en salud. Los municipios continúan siendo 

responsables de la ejecución de acciones de salud pública, de la administración de recursos y de la 

atención directa a la población. El cambio radica en la forma en que se ejercen dichas competencias, 

no en su desaparición. 

El proyecto de ley mantiene el tema de certificación en salud únicamente para departamentos y 

distritos, es necesario que se clarifique que entidades territoriales continuarán siendo certificados en 

este sector. 

3.3.4.2. Educación 

3.3.4.2.1. Municipios certificados – Educación 

Artículo 69. El artículo 69 vs Artículo 7 Ley 715 de 2001  

El Artículo 7 de la Ley 715 de 2001 define las competencias de los municipios certificados en 

educación, centradas en la dirección y administración del servicio educativo, el manejo de la planta 

de personal docente y administrativo, la administración de los recursos del SGP–Educación y la 

prestación directa del servicio educativo. El modelo se caracteriza por un enfoque funcional y 

operativo del servicio. 

El Artículo 69 del Proyecto de Ley de Competencias redefine estas competencias bajo un alcance más 

amplio. Además de mantener la responsabilidad sobre la prestación del servicio educativo, incorpora 

de manera expresa funciones de planificación, financiamiento y cofinanciación, así como la 

articulación con la educación superior. También refuerza competencias relacionadas con 

infraestructura educativa, Programa de Alimentación Escolar (PAE), evaluación, seguimiento y control 

del uso de los recursos del SGP, con énfasis en equidad, cierre de brechas y educación inclusiva. 

El cambio sustantivo frente a la Ley 715 de 2001 radica en mayores responsabilidades técnicas, 

financieras y de resultados, sin embargo, la totalidad de las competencias para la prestación del 

servicio y que este pueda brindarse en condiciones de calidad, acceso y permanencia, no se 

encuentran financiadas por los recursos del SGP, dado que el Proyecto de Ley establece como una 

competencia la concurrencia con recursos para ello. 

Por otra parte, en términos de independencia en la organización del sector en su jurisdicción sigue 

subordinado al gobierno nacional, dado que no tiene la posibilidad de crear, suprimir o modificar la 

planta de personal del sector de manera autónoma. 

3.3.4.2.2.  Municipios no certificados – Educación 

Artículo 70. El artículo 70 vs Artículo 8 Ley 715 de 2001. 



  

El Artículo 8 de la Ley 715 de 2001 asigna a los municipios no certificados competencias residuales y 

subordinadas, limitadas principalmente al apoyo administrativo, la infraestructura educativa básica y 

la ejecución condicionada de recursos del SGP, bajo una fuerte dependencia del nivel departamental. 

El Artículo 70 del Proyecto de Ley de Competencias mantiene la condición de municipio no certificado, 

pero introduce ajustes relevantes. Precisa competencias propias en la administración y distribución 

de los recursos del SGP asignados, fortalece la planeación y ejecución de infraestructura educativa y 

promueve una participación más activa mediante recursos propios. Adicionalmente, establece de 

forma expresa la prohibición de generar gastos permanentes con cargo al SGP y refuerza la 

coordinación funcional con los departamentos. 

El principal cambio frente al régimen de la Ley 715 de 2001 es el tránsito de un rol meramente auxiliar 

hacia uno de gestor parcial del sistema educativo local, con mayor responsabilidad financiera y 

administrativa dado que especifica la financiación con recursos propios como un elemento dentro de 

las competencias 

3.3.4.3. Agua Potable y saneamiento básico    

 

Artículo 71. Respecto a este artículo, es importante tener claro el alcance del concepto de agua apta 

para el consumo humano y si esto implica un incremento en el gasto, también debe considerarse un 

concepto de progresividad para llegar a las condiciones de prestación a través de todos estos actores. 

No debería considerarse el fortalecimiento de la gestión comunitaria como una competencia de los 

municipios, dado que esto se constituye como una desventaja con los demás prestadores con 

capacidades que pueden existir y garantizar la prestación sin que sea necesario un fortalecimiento 

previo. Es importante que se establezca a través de qué fuentes de recursos se financiaría ese 

fortalecimiento de un prestador de servicios. 

3.3.4.4 Sector propósito general 

 

Artículo 72. Se establece 21 competencias específicas a nivel municipal (y una general), no fue 

considerada la flexibilización para inversión en sectores, el parágrafo dos establece por priorización 

de la inversión en el marco de la economía popular; estas dos condiciones se encuentran en contravía 

de la autonomía territorial. 

Se deja para desarrollos posteriores, lo cual podría ser riesgoso y tener afectación sobre la autonomía 

de las entidades territoriales. 

3.3.4.5. Otras disposiciones  

 

Artículo 73. En este artículo los territorios indígenas se nivelan a las entidades territoriales indígenas 

en competencias, lo cual no se encuentra establecido constitucionalmente. Además, se deja abierta 

la posibilidad de que sus competencias sean ejercidas de manera discrecional, sin que se precise 

suficientemente la reglamentación aplicable en materia de competencias sectoriales para dichos 

territorios. 



  

 

 Artículo 77. Establece la participación directa de los territorios indígenas en el SGP, e indica que los 

gastos de funcionamiento e inversión de dichos territorios se financiarán con cargo a los recursos de 

propósito general, lo cual aumenta el número de beneficiarios de esta fuente de financiación y no 

establece límites en términos del gasto de funcionamiento de manera excepcional. 

Artículo del 79, al 109. Estos establecen disposiciones sectoriales transversales: 

En el caso de Salud, se incorporan conceptos y artículos enmarcados en la reforma a la salud la cual 

fue rechazada por parte del Congreso de la República, por lo tanto, se evidencia de igual manera que 

en la competencia de salud que se quiere incorporar a través de esta ley parte de dicha reforma. 

Fondo de infraestructura y dotación de redes hospitalarias el cual estará adscrito al Ministerio de 

Salud, establece la creación del fondo y las fuentes de financiación entre las cuales están aportes de 

las entidades territoriales, es importante analizar si este es un instrumento para centralizar recursos 

territoriales y manejo de la política. Adicionalmente, establece que los costos de administración se 

asumirán con las fuentes de financiación (incluye los recursos territoriales). 

En el caso de Educación se establecen reglas para la contratación del PAE que limitan los oferentes y 

pueden hacer que los procesos contractuales afecten la prestación desde el primer día de calendario 

escolar. Así mismo, no se garantiza que el programa PAE va a contar con los recursos suficientes para 

su financiación. 

De igual manera, no es claro por qué se reincorporan a la estructura y a la planta docente de las 

secretarías de educación las figuras de “direcciones de núcleo” y “supervisores educativos”, dejando 

a reglamentación posterior del Ministerio de Educación Nacional los aspectos relevantes asociados a 

estos cambios. 

En el caso de Agua potable y saneamiento básico, el artículo 105 establece los planes 

departamentales de gestión de agua, sin embargo, la reglamentación asociada a estos planes se deja 

para desarrollo posterior a la ley. 

 

3.4. Distribución de recursos 

3.4.1. Distribución y destinación de salud (artículo 111) 

 

Se establecen dos componentes en la distribución primaria: 

1. Centros de Atención Prioritaria en Salud (CAPS) con una participación del 90% de los 

recursos 

2. Salud pública con un 10% 

 

Con esta composición desaparecería el 3% destinado a subsidio a la oferta y es absorbido por CAPS. 



  

El incremental destinado a salud se utilizará en un 100% en los CAPS. 

Nuevamente, la estructura planteada a nivel de distribución de los recursos de salud, obedece a la 

reforma de la salud y adicionalmente se establece que el incremental únicamente estará orientado a 

este componente, lo cual hará que al cierre del proceso de transición la participación de salud pública 

sea inferior al 10% del total de los recursos de salud, tema que debe de ser considerado dado que el 

componente de salud pública financia acciones de gran importancia a nivel local. 

3.4.2.  Educación. 

Artículo 113. Distribución si bien se establece el reconocimiento de la canasta educativa, no se indica 

que el factor poblacional (matrícula) seguirá siendo preponderante para la distribución, de manera 

adicional se establece una distribución para cierre de brechas que no incluye población, pero si 

variables tales como prevalencia ambiental, las cuales no guardan relación directa con la prestación 

del servicio educativo. Es importante que se revise este componente y que se establezca un límite del 

reconocimiento de este componente. El cierre de brechas en el sector educativo debería estar 

relacionado con la universalización de la prestación del servicio público educativo y los mecanismos 

de acceso y permanencia, los cuales hacen parte de la canasta educativa. 

Artículo 114. Destinación. Es importante establecer un límite a los costos asociados a nómina docente 

y directiva docente, lo anterior en la búsqueda que el reconocimiento de la canasta educativa permita 

que pueda cumplirse con los otros componentes de importancia en la prestación del servicio. 

Se establece que desde el SGP primario se cofinanciará el PAE y se dará el proceso de formalización 

de manipuladoras, lo cual se constituye como un componente adicional que genera presión e 

inflexibilidad el presupuesto del sector. 

3.4.3. Agua potable y saneamiento básico  

De manera general en el sector se puede evidenciar que se hace obligante el tema fortalecimiento de 

estructuras comunitarias y gestores comunitarios para la prestación del servicio, este tema es 

preocupante dada la posible atomización en la prestación, el posible seguimiento y el cumplimiento 

de eficiencias dadas la capacidad de los prestadores. (el cierre de brechas debe darse en términos de 

cobertura y calidad). Así mismo, el rol de los planes departamentales de agua sigue siendo relevante 

en los departamentos pese a los bajos resultados e inconvenientes que ha mostrado. 

El artículo 116 no tiene cambios respecto a la ley 1176 de 2007 (85 municipios y 15 departamentos 

incluyendo Bogotá) 

 Artículos 117 y 118. Estos artículos tienen un enfoque fuerte en los planes departamentales de agua 

tanto como criterios de distribución, como explícitamente en la destinación de los recursos, 

considerando los resultados obtenidos con estos planes en los últimos 20 años, es importante 

establecer si estos deberían seguir siendo la parte más importante de las competencias de los 

departamentos en términos del sector, o si estos recursos deberían estar un 100% distribuidos entre 

los municipios que son los artífices de la prestación del servicio a nivel local. 

 Artículos 119 y 120.  Dentro de los criterios de distribución y la destinación de los recursos para 

municipios se incluye el fortalecimiento de la gestión comunitaria, lo cual hace obligante la inclusión 

de este modelo a través del reconocimiento de recursos a nivel de los municipios y distritos. 



  

 La financiación del mínimo vital requiere que se garantice fuentes de financiación que garanticen el 

costo asociado, por lo anterior, si no se establece en estos términos, estaría generando una presión 

adicional sobre el SGP. 

3.4.4. Propósito general 

Artículo 121. Establece 3 componentes generales de distribución, sin embargo, estos se encuentran 

muy generalizados y se deja para reglamentación posterior los porcentajes de participación al interior 

y la metodología para aplicar los criterios, lo cual genera un vacío jurídico que puede ser desfavorable, 

dado que hay un componente de igualación fiscal y otro de incentivos que tiene enfoque más que en 

la eficiencia, en el cierre de brechas, que no tiene el alcance totalmente definido en la ley. 

 Artículo 122. Dentro de los criterios de distribución se establecen cuatro tipos de criterios con 

componentes, y no se reglamenta la participación de cada uno de ellos. Sin embargo, a pesar de que 

existe un criterio de cierre de brechas, en tres de los 4 criterios se incorporan componentes de cierre 

de brechas, (densidad étnica, población pobre, pobreza estructural, diferenciales económicos, de 

capacidades administrativas y capacidades fiscales, municipios PDET y ZOMAC, prevalencia ambiental, 

ruralidad), lo cual hace que todos los criterios terminen privilegiando en términos de distribución. 

 Artículo 123. Se continúa con las asignaciones específicas para deporte, cultura y FONPET, con lo cual, 

no se flexibiliza el uso de la fuente a discreción de las entidades territoriales. 

Se establece que municipios y distritos de menores categorías podrán destinar el 100% de los recursos 

a funcionamiento o inversión, sin embargo, no se clarifica quienes hacen parte de este grupo. 

El parágrafo 4 del Artículo 123 establece que el incremental permitirá financiar competencias que 

pasen del nivel nacional a los municipios y distritos, lo cual indica que las nuevas competencias que 

sean entregadas deberán ser financiadas con el SGP y no se trasladaran recursos del PGN que 

actualmente las financian para su cumplimiento. 

El parágrafo 5 autoriza el pago de honorarios y seguridad social de concejales con cargo a propósito, 

sin embargo, no es claro si esto aplica a todos los municipios y distritos o si tiene una limitación para 

algunas categorías, es importante que sea aclarado. 

3.4.5. Resguardos indígenas 

Artículo 129. Se cambia la lógica de los recursos de la distribución de resguardos indígenas dado que 

los habilita para administrar directamente a ellos y sus organizaciones los recursos del sistema y no 

se establece mecanismos de seguimiento para este porcentaje de recursos. Adicionalmente permite 

usar en funcionamiento el 30% de los recursos para los resguardos y sus organizaciones sin haberse 

convertido en entidades territoriales indígenas. 

Es de gran importancia que en la ley de competencias se deje establecido que los resguardos 

indígenas deberán ser responsables y financiaran con estos recursos de temas como Justicia propia, 

seguridad dentro de su espacio territorial y demás atenciones que demandan de la nación y de las 

entidades territoriales. 



  

3.4.6. Alimentación Escolar 

Artículo 131. Este artículo establece 5 fuentes de financiación entre las cuales se encuentra SGP, PGN, 

regalías, recursos propios y otros recursos del sector privado, con lo anterior se reafirma que no se 

garantiza a través del SGP la financiación de este programa. Además, establece que se propende a la 

universalización del programa que corresponde a alcanzar una cobertura del 95%, sin embargo, esta 

meta no se encuentra asociada a una mayor asignación de la nación ni una mayor participación en el 

SGP, por lo anterior implica mayor esfuerzo fiscal de las ciudades. 

 La distribución de los recursos de la Asignación Especial SGP para Alimentación Escolar- AESGPAE 

queda a reglamentación de la UAPA, lo cual no genera seguridad jurídica respecto a la participación 

de las entidades territoriales en este componente. 

3.4.7. Fondo Nacional de Pensiones de Entidades Territoriales - FONPET 

Artículo 135. Frente al FONPET 2,9%, se incluyó en el Proyecto de Ley, que una vez se cubra el pasivo 

sectorial (educación, agua o propósito general) se girarán los recursos directamente a las entidades 

territoriales, sin embargo, no es claro cuál sería la destinación del recurso, es importante que quede 

claro si es para inversión en el mismo sector que lo originó o si pueden destinarse a libre inversión.  

Ahora bien, respecto al 10% de FONPET propósito general, existe un parágrafo que incluye a 

departamentos, esta asignación únicamente está destinada a municipios y distritos, por lo tanto, 

requiere ser corregida esta inconsistencia. 

Artículo 138. Modifica el Artículo 78 de la Ley 1438 de 2011, e incorpora a todas las entidades 

territoriales en los acuerdos de concurrencia para financiar pasivos pensionales en instituciones del 

sector salud y establece como fuentes recursos del FONPET y recursos propios de las ET; condición 

que se encontraba asociada únicamente a los departamentos y que puede generar un impacto fiscal 

adicional en nuestras ciudades. 

3.5. Giro de recursos 

Artículo 141. El numeral 2. 3 de este artículo, establece que la nación girará directamente al Centro 

de Atención Primaria los recursos del sistema y establece que reglamentará posteriormente el tema, 

lo cual es una coadministración de los recursos de las entidades territoriales, de igual manera esta 

denominación se encuentra asociada con la reforma a la salud, la cual no fue aprobada en diciembre 

de 2025 en el Congreso de la República. 

3.6. Sistema de Gobernanza 

Artículos 142 a 151.  Se crea un consejo superior para la autonomía y descentralización, sin embargo, 

se encuentra compuesto en su mayoría por miembros del gobierno nacional con una representación 

de 8 miembros (1 representante municipios, departamentos, capitales) y busca revisar avances, hacer 

recomendaciones para distribución de recursos, análisis de duplicidad de competencias, analizar 

casos de asunción de competencias territoriales y solucionar los vacíos normativos que tiene este 

Proyecto de Ley. Si esta instancia llegara a crearse, es necesario que se equilibre la participación y que 

Asocapitales como agremiación de las ciudades capitales haga parte de este consejo. 

Adicionalmente, da representación a la figura de provincia al mismo nivel de las entidades 

territoriales, sin embargo, estas no tienen el mismo alcance y las provincias son una figura creada a 

través de la LOOT con un alcance asociativo voluntario entre entidades territoriales.  



  

Finalmente, al respecto es importante indicar que la creación de esta estructura de gobernanza más 

que promover la descentralización concentra las decisiones en el nivel central y que la formulación 

de política y lineamientos para ella ya se encuentran en cabeza de los sectores del gobierno nacional, 

por lo tanto esta nueva figura podría llenar de más institucionalidad los procesos, se recomienda que 

mejor desde la ley que se está tramitando queden definidos de manera clara los parámetros bajo los 

cuales se darán los procesos y las metodologías con las que se asignarán recursos y competencias, de 

tal manera que no se requiera de crear este tipo de elementos que adicionalmente tienen costos para 

el SGP dado que  tanto el director técnico como todos los otros gastos del consejo superior serán 

financiados con cargo al Fondo de estabilización de ingresos territoriales FEIT del SGP, lo cual 

inflexibiliza aún más el margen de los recursos del SGP incremental. 

Artículo 152. Las redes locales para el seguimiento de competencias, son creadas mediante esta ley, 

pero no cuentan con un robusto desarrollo normativo, por lo tanto, se muestran como una instancia 

de control social; sin embargo, debe aclararse el alcance de estas y cómo serán financiados los 

espacios para la existencia de las mismas. 

3.7. Fondo de Estabilización de los ingresos territoriales 

Artículos 154 al 159. Crean el fondo y establece que se administrará en una cuenta especial del banco 

de la república, dado que no tiene claro su alcance más allá de que deben ahorrar el 1% del PIB lo 

cual al igual que el 5% de su participación en el incremental no se encuentra argumentado en la 

memoria justificativa del PL técnicamente, genera incertidumbre que se dejen a decisiones tales como 

el porcentaje anual que se asignará al Fondo de Estabilización una vez alcanzado el 39,5% y a 

determinación de desahorro del fondo al consejo superior de autonomía y descentralización y al 

CONFIS.  

Los recursos del SGP dentro de su naturaleza constitucional son de las entidades territoriales, y su 

finalidad es financiar la inversión a nivel territorial una vez sean distribuidos, el que este fondo tenga 

de manera obligatoria recursos retenidos para posibles contingencias y que requiera de autorización 

de dos instancias para realizar procesos de desahorro por parte de los beneficiarios tiene un costo de 

oportunidad en la inversión de las Entidades territoriales y genera un nivel adicional de dependencia. 

3.8. Otras disposiciones del SGP 

Artículo 161. Este artículo sujeta el cumplimiento de indicadores de las entidades territoriales en 

acuerdos de reestructuración de pasivos o programas de saneamiento fiscal al visto bueno del 

Ministerio de Hacienda, lo cual no debería darse, considerando que estos indicadores pueden ser 

medibles a través de los mismos mecanismos que se utilicen para el resto de las entidades territoriales 

y así mismo se puede definir su participación en los recursos asociados con eficiencia. No es claro por 

qué el Ministerio de Hacienda debe tener la facultad de incidir en resultados asociados con 

indicadores para afectar la distribución de recursos. 

Artículos 166. El Sistema Único de Información del Sistema General de Participaciones, (SUI-SGP) en 

el cual integran distribución, ejecución y estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al 

gasto del SGP, se encuentra financiado con recursos del 5% del Fondo de estabilización, lo cual 

conlleva a que los territorios con recursos del incremental y posteriormente del SGP en pleno, tengan 

que financiar la infraestructura tecnológica de la nación. 



  

 

Artículo 167. En términos de reporte de información es importante que el gobierno pueda considerar 

las políticas de reducción de reportes para eliminar las duplicidades y la carga administrativa de las 

entidades territoriales. 

Artículo 169. Se establece que con cargo a los recursos del SGP se darán incentivos a la inversión 

asociativa territorial, no es claro cómo con estos recursos se darán incentivos financieros y otros 

mencionados en este artículo, este artículo debe ser analizado a la luz de la naturaleza del recurso. 

Artículo 171. El registro de concurrencia y asociatividad se constituye como un reporte adicional que 

tendrán que realizar las entidades territoriales a través del Sistema Único de Información del Sistema 

General de Participaciones (SUI-SGP), es importante que, guardando coherencia con las políticas de 

reducción de reportes, este no se convierta en trámites adicionales. 

Artículo 174. Incentivos para el desarrollo de la cultura catastral, si bien la actualización catastral 

contribuye a nivel fiscal con mejoras en la base para el recaudo del impuesto predial, es importante 

que este artículo sea considerado a la luz de otra normatividad dado que no guarda conexidad con el 

resto del articulado del Proyecto de Ley. 

Artículo 175. Las facultades extraordinarias mencionadas en este artículo, exceptuando el tema de 

expedir para el ejercicio de las funciones de inspección y vigilancia sobre el servicio público catastral 

de naturaleza administrativa especial, la cual no debería hacer parte integral de este Proyecto de Ley, 

deberían contar con un marco más desarrollado dentro del Proyecto de Ley y reducirse al máximo, 

dado que por la importancia de los temas allí incluidos se corre el riesgo de una prevalencia de la 

nación y que podrían dejarse aspectos para definición de  reglamentación de manera discrecional por 

parte del gobierno nacional. Adicionalmente, varias facultades incluidas en este artículo muestran 

una clara centralización para el desarrollo de la ley contrariando el sentido del acto legislativo 03 de 

2024. 

Artículo 176. El proyecto al derogar la Ley 715 de 2001 y 1176 de 2007 se vuelve incoherente, dado 

que sigue mencionando las leyes en componentes específicos que siguen vigentes, por lo tanto, 

debería precisarse, porque puede generar confusión. 

4. Conclusiones 

4.1. Conclusiones generales 

Del análisis integral del Proyecto de Ley de Competencias se concluye que, si bien la iniciativa 
busca actualizar el régimen de competencias y fortalecer la coordinación 
intergubernamental, no define claramente por cada nivel de gobierno las competencias y su 
financiación, introduce riesgos significativos para la autonomía territorial y la sostenibilidad 
fiscal de las entidades territoriales. El proyecto amplía y redefine competencias 
especialmente en salud y educación sin garantizar su financiación plena, traslada cargas 



  

operativas y financieras al nivel territorial y utiliza el SGP para financiar funciones de 
naturaleza nacional. 

Asimismo, se evidencia una alta dependencia de reformas sectoriales no aprobadas, vacíos 
normativos relevantes que se remiten a reglamentación posterior y una tendencia a 
recentralizar decisiones estratégicas a través de nuevas instancias de gobernanza financiadas 
con recursos territoriales. En conjunto, estos elementos generan incertidumbre jurídica, 
presión fiscal creciente y un debilitamiento del principio de autonomía territorial, con 
impactos particularmente sensibles para las ciudades capitales y los municipios con mayores 
responsabilidades de prestación de servicios. 

4.2. Conclusiones técnicas por ejes 

4.2.1. Financiación y sostenibilidad fiscal 

El análisis evidencia que el Proyecto de Ley no garantiza una correspondencia efectiva entre la 

asignación de competencias y su financiación plena. Se introducen responsabilidades para las 

entidades territoriales sin asegurar una fuente suficiente, estable y permanente. La recurrencia a 

cofinanciación territorial y recursos propios incrementa el riesgo de desfinanciamiento, y la ausencia 

de proyecciones de costos por sector a 12 años en la memoria justificativa limita la evaluación de 

sostenibilidad frente a gastos inflexibles (en particular, personal en salud y educación). 

4.2.2. Principios 

El cierre de brechas se formula como principio transversal, pero el articulado muestra tensiones 

internas respecto a su jerarquía frente a la autonomía territorial. Esta ambigüedad incrementa el 

riesgo interpretativo: el cierre de brechas podría operar como criterio prevalente que restrinja la 

decisión territorial, sin un marco de ponderación explícito. 

4.2.3. Régimen de competencias 

El Proyecto de Ley reconfigura el régimen de competencias hacia una lógica funcional y de 

coordinación, debilitando la delimitación clásica por nivel de gobierno. Municipios y distritos 

mantienen titularidad formal en varios sectores, pero su ejercicio queda condicionado a esquemas 

regionales, con mayor peso departamental y directrices nacionales, sin desarrollo equivalente de 

capacidades y mecanismos de responsabilidad. 

4.2.4. Definición de participaciones 

La definición de participaciones y metodologías de distribución presenta indeterminación normativa 

y remisiones relevantes a reglamentación posterior, lo cual debilita la seguridad jurídica y la 

previsibilidad fiscal. La multiplicidad de criterios asociados al cierre de brechas tiende a desdibujar 

criterios básicos ligados a demanda efectiva, cobertura y costos reales de prestación. 

4.2.5. Estructura de niveles de gobierno 

Se evidencian problemas de coherencia con el diseño territorial vigente al introducir jerarquías y 

equiparaciones funcionales (p. ej., provincias). El fortalecimiento del rol departamental como 



  

articulador, si no se desarrolla puede reducir el margen operativo municipal y distrital, especialmente 

en sectores donde estos niveles han sido unidad básica de gestión. 

4.2.6. Conexidad del articulado 

El Proyecto de Ley incorpora disposiciones con dependencia de reformas sectoriales no aprobadas y 

artículos con débil relación con el núcleo del régimen de competencias y del SGP. Esta falta de 

conexidad aumenta el riesgo de controversias jurídicas, inseguridad en implementación y 

cuestionamientos de constitucionalidad. 

4.2.7. Inclusión de nuevas competencias 

Las nuevas competencias y mandatos no contienen una evaluación explícita de cargas administrativas 

y capacidades institucionales. El diseño puede derivar en recentralización indirecta: la Nación define 

lineamientos, sistemas y seguimiento, mientras la ejecución y costos recaen en los territorios. 

4.2.8. SGP incremental 

El SGP incremental opera como instrumento central de ajuste, pero con destinaciones obligatorias 

que reducen flexibilidad. No se precisa con claridad el esquema definitivo una vez alcanzado el 39,5%, 

generando incertidumbre sobre participaciones futuras y reglas de sostenibilidad. La retención para 

estabilización y otros componentes incrementa la inflexibilidad del sistema. 

4.2.9. Gobernanza 

La creación de instancias como el Consejo Superior para la Autonomía y la Descentralización introduce 

un nivel adicional de institucionalidad con predominio nacional. Más que descentralizar, puede 

concentrar decisiones estratégicas y condicionar la asignación de recursos y competencias, con costos 

financiados con recursos del SGP. Así mismo la participación de la comunidad y redes locales en la 

disposición de recursos implica un desconocimiento a la legitimidad de las autoridades elegidas 

popularmente como los alcaldes y gobernadores. 

4.2.10. Financiación de competencias nacionales con recursos del SGP 

Un tema crítico es el uso de recursos del SGP para financiar estructuras y funciones de naturaleza 

nacional (sistemas, seguimiento y órganos de gobernanza). Esto desnaturaliza el SGP como 

financiación de inversión social territorial y transfiere costos del Presupuesto General Nación a las 

entidades territoriales, reduciendo capacidad real de inversión. 

 


